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Resumen
Este trabajo se propone explorar la situación de 
las mujeres con discapacidad psicosocial que se 
encuentran en centros de internación de salud 
mental en Argentina, en particular en torno 
al reconocimiento de sus derechos sexuales y 
reproductivos. Se pretende generar condiciones, 
desde el enfoque del género y la interseccionalidad, 
para que la situación de este grupo de personas cobre 
real visibilidad social y se impulsen urgentemente 
los cambios necesarios (por ejemplo, en las políticas 
públicas) para avanzar en el respeto efectivo de 
sus derechos fundamentales. Se articularán las 
perspectivas del análisis interseccional, el Derecho 
internacional de los derechos de las mujeres y los 
aportes de la psicología institucional-comunitaria. 
Se trata de un estudio exploratorio-descriptivo. 
Las fuentes de datos serán primarias, incluyendo 
observaciones directas y entrevistas, a profesionales, 
funcionarios, personas internadas y familiares; y 
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secundarias, involucrando el relevamiento de algunas 
investigaciones referidas a la temática.

Palabras clave: Mujeres – Discapacidad 
Psicosocial – Derechos Sexuales y Reproductivos - 
Interseccionalidad.

Summary: This work aims to explore the situation 
of women with psychosocial disabilities who are in 
mental health centers in Argentina, particularly around 
the recognition of their sexual and reproductive rights. 
The aim is to generate conditions, from the perspective 
of gender and intersectionality, so that the situation 
of this group of people gains real social visibility 
and the necessary changes are urged urgently (for 
example, in public policies) to advance in the effective 
respect of your fundamental rights. The perspectives 
of intersectional analysis, the international law of 
women’s rights and the contributions of institutional-
community psychology will be articulated. It is an 

exploratory-descriptive study. Data sources will be 
primary, including direct observations and interviews, 
to professionals, officials, inpatients and family 
members; and secondary, involving the survey of some 
investigations related to the subject.

Key Words: Women - Psychosocial Disability - Sexual 
and Reproductive Rights - Intersectionality.
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1. Introducción

Las personas con discapacidad psicosocial2 han sido 
invisibles y marginadas de la garantía de ejercicio de 
sus derechos fundamentales en muchas sociedades. La 
diferencia que supone la discapacidad mental ha sido 
percibida como motivo de segregación y naturalización 
de la exclusión concomitante (Rosenthal y Sundram, 
2003, p.1). El paradigma todavía hegemónico en Ar-
gentina se basa en la concepción de las personas usua-
rias de servicios de salud mental como objetos de tutela 
y protección que entonces, por su propio bien y el de 
la sociedad, deberían ser “sustituidos” en la toma de las 
decisiones que afectan su vida, restringiendo así su ca-
pacidad de ejercer derechos .

El insuficiente respeto a la voluntad de la persona en 
los procesos de internación involuntaria e interdicción 
(insanias e inhabilitaciones), así como la prácticamente 
inexistente implementación del derecho a que la perso-
na usuaria otorgue el consentimiento libre e informado 
para toda prestación en salud, son ejemplos del para-
digma mencionado (Amendolaro, Laufer, 2012).

Asimismo, en un escenario de vulneración sistemática a 
los derechos fundamentales de las personas con discapa-
cidad psicosocial que se encuentran institucionalizadas 

en centros de internación de salud mental en Argentina 
(MDRI, CELS, 2008), referido a las mujeres con discapa-
cidad psicosocial “institucionalizadas” nos encontramos 
además con una situación de vulneración y exclusión que 
fundamentalmente comprende: la discriminación en ra-
zón del género y de la discapacidad; la convivencia con 
representaciones sociales estigmatizantes acerca de la lo-
cura; las regulaciones defectuosas y/o los vacíos legales 
con que nos encontramos en el derecho; y el no cumpli-
miento de hecho de lo dispuesto normativamente.

Por ello, este trabajo se propone explorar la situación 
de las mujeres con discapacidad psicosocial que se en-
cuentran en centros de internación de salud mental en 
Argentina, en particular en torno al reconocimiento 
de sus derechos sexuales y reproductivos. Se pretende 
generar condiciones, desde el enfoque del género y la 
interseccionalidad, para que la situación de este grupo 
de personas cobre real visibilidad social y se impulsen 
urgentemente los cambios necesarios (por ejemplo, en 
las políticas públicas) para avanzar en el respeto efecti-
vo de sus derechos fundamentales.

A los fines de este trabajo, se articularán las perspecti-
vas del análisis interseccional, el Derecho internacional 
de los derechos de las mujeres y los aportes de la psico-
logía institucional-comunitaria.
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Se trata de un estudio exploratorio-descriptivo. Las 
fuentes de datos serán primarias, incluyendo observa-
ciones directas y entrevistas, a profesionales, funciona-
rios, personas internadas y familiares; y secundarias, 
involucrando el relevamiento de algunas investigacio-
nes referidas a la temática.

Este trabajo incluirá tres partes: En la primera parte se 
brindará una caracterización de la situación de las mu-
jeres con discapacidad psicosocial institucionalizadas 
en Argentina. En la segunda, una visión acerca de cier-
tas cuestiones que se considera delinean interseccional-

mente (AWID, 2004) el trasfondo circunstancial de este 
grupo de mujeres (como la discriminación, en razón del 
género y de la discapacidad). Y en la tercera, se elabora-
rán conclusiones y propuestas sobre lo trabajado.

2. Formulación del Problema y Objetivos

Entre 2004 y 2007 el Centro de Estudios Legales y So-
ciales (CELS) y Mental Disability Rights International 
(MDRI) realizaron una investigación sobre el sistema 
de salud mental en Argentina. El trabajo culminó con 
el informe “Vidas arrasadas: la segregación de las per-
sonas en los asilos psiquiátricos argentinos (en adelante 
“Vidas arrasadas”), que fue publicado en 2008.

Con base en el informe podemos concluir que aún hoy 
en Argentina hay alrededor de 25.000 personas dete-
nidas en centros de internación (66,7% en el sistema 
público y 33,3% en el privado). La mayor parte de es-
tas personas se encuentra segregada de la vida en co-
munidad. Más de un 80% son encerradas durante más 
de un año, y muchas lo son de por vida. Dos tercios 
de estas personas se encuentran en el sistema público, 
de las cuales, el 75% permanecen detenidas en institu-
ciones de 1.000 camas o más. Entre el 60 y 90% de las 
personas detenidas son denominados como “pacientes 

sociales”. De este modo fueron denominadas durante la 
investigación las personas que permanecían institucio-
nalizados en hospitales psiquiátricos porque el sistema 
de salud mental en Argentina no cuenta con los servi-
cios y el apoyo en la comunidad necesarios para evi-
tar la prolongación indefinida de su internación o para 
lograr su reinserción social. Aproximadamente el 50% 
de las 25.000 plazas para internación por razones de sa-
lud mental que existen en Argentina corresponderían a 
mujeres internadas.

Tomando ahora en consideración otras cifras que nos 
serán útiles para delimitar el alcance de la problemática 
que nos ocupa, podemos afirmar que alrededor de 300 
millones de mujeres en el mundo tienen discapacida-
des mentales o físicas. Las mujeres representan las tres 
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cuartas partes de las personas con discapacidad en los 
países de ingresos bajos y medios, y comprenden el 10 
por ciento de las mujeres a nivel mundial (Center for 
Reproductive Rights, 2002). La violencia doméstica es 
la principal causa de discapacidad en las mujeres entre 
16 y 44 años. En general, las mujeres con discapacidad 
que viven en contextos de pobreza y exclusión consi-
deran que no son sujetas de derechos y que cualquier 
beneficio que obtengan es recibido como un favor y no 
como el cumplimiento de un derecho. Para muchas, la 
sexualidad se fue junto con la llegada de la discapacidad 
y en general la sociedad tiende a considerarlas mujeres 
asexuadas, sin deseos, sin derechos al placer, al amor y a 
las relaciones de pareja (Section Women’s Disabilities, 
Radio Internacional Feminista). Para 2001, casi 450 
millones de personas padecían algún tipo de trastorno 
mental. Los problemas de salud mental constituían ya 
cinco de las diez causas principales de invalidez a es-
cala mundial. Esto representa un 12% de la carga total 
de morbilidad mundial. Asimismo, más del 40% de los 
países no tienen política en salud mental (OMS, 2001).

El problema de las violaciones a los derechos humanos 
de las mujeres que se encuentran institucionalizadas en 
centros de internación de salud mental, y en particular 
el no reconocimiento de sus derechos sexuales y repro-
ductivos, tanto en instituciones monovalentes (hos-

pitales especializados destinados a prestar asistencia a 
la salud en una única especialidad, por ejemplo, salud 
mental) como en unidades psiquiátricas penales, es aún 
menos visible para la sociedad en su conjunto que las 
violaciones a los derechos humanos que se producen 
en instituciones que albergan varones. Ya que, como 
se señaló en la introducción, nos encontramos además 
con una situación de vulneración y exclusión que fun-
damentalmente comprende: la discriminación en razón 
del género y de la discapacidad; la convivencia con re-
presentaciones sociales estigmatizantes acerca de la lo-
cura. Que, en las prácticas cotidianas, dejan a la “loca” 
y/o a la “discapacitada” (y al “loco” y/o al “discapacita-
do”) en el lugar de objeto (en vez de sujeto) tutelada/o 
por el derecho; las regulaciones defectuosas y los vacíos 
legales con que nos encontramos en el derecho; y el no 
cumplimiento de hecho de lo dispuesto por el derecho.

En Argentina, en los centros de internación de salud 
mental que alojan varones, como es el caso del Hospital 
Psicoasistencial Interdisciplinario José Tiburcio Borda, 
puede observarse la existencia de relaciones de inter-
cambio con organizaciones de la sociedad civil preocu-
padas por los derechos de los “pacientes”, que trabajan 
permanentemente en dicha institución. Las organiza-
ciones más reconocidas, entre otras, son: el Frente de 
Artistas del Borda, Pan del Borda, Cooperanza, y radio 
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La Colifata. Sin embargo fue muy posterior en el tiem-
po el surgimiento de organizaciones que trabajaran del 
mismo modo en el Hospital Neuropsiquiátrico Brau-
lio Moyano, que aloja a mujeres, y numéricamente son 
muchas menos.

Así, las preguntas que orientarán este trabajo serán:

¿Cuál es la situación de las mujeres con discapacidad 
psicosocial y que se encuentran en centros de interna-
ción de salud mental en Argentina en torno al reconoci-
miento de sus derechos humanos? ¿Cuál es la situación 
de este grupo de mujeres en relación, en particular, al 
reconocimiento de sus derechos sexuales y reproducti-
vos? ¿Qué cuestiones básicas delinean interseccionalmen-

te el trasfondo circunstancial de este grupo de mujeres? 
¿Por qué una mujer con discapacidad psicosocial tiene 
mayores barreras sociales para ejercer sus derechos se-
xuales y reproductivos que una mujer sin discapacidad?

Por ello, se proponen como objetivos3:

Explorar la situación de las mujeres con discapacidad 
psicosocial y que se encuentran en centros de interna-
ción de salud mental en Argentina, en relación al reco-
nocimiento de sus derechos sexuales y reproductivos.

Analizar desde el enfoque de género y la intersecciona-
lidad la situación de este grupo.

3. Situación de las mujeres con discapacidad 
psicosocial que se encuentran en centros de 
internación de salud mental en Argentina, en torno 
al reconocimiento de sus derechos humanos

Desde 2010 Argentina cuenta en el ámbito nacional con 
la Ley Nacional de Salud Mental N° 26.657, que recono-
ce el derecho de las personas usuarias a ser parte de la 
comunidad, a la rehabilitación, a la toma de decisiones 
informadas para todo tratamiento y a decidir si quie-
ren o no recibirlos. La Ley no solo impulsa la creación 
de dispositivos comunitarios de atención ambulatoria, 
sino que prevé la creación de un órgano independiente 
e intersectorial de revisión de las internaciones involun-
tarias. Finalmente prohíbe la creación de nuevas insti-
tuciones manicomiales y promueve la progresiva desins-
titucionalización de las personas alojadas en centros de 
internación mediante su atención integral en hospitales 
generales y otros dispositivos de salud mental, integra-
dos en un esquema de atención primaria de la salud.

Sin embargo las estadísticas oficiales a nivel nacional 
sobre personas asistidas en centros de internación de 
salud mental aún son insuficientes y se encuentran 
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desactualizadas (Kraut, 2006, p. 395). Por lo tanto las 
fuentes a partir de las que se relevaron los datos fueron 
primarias: es decir, observaciones directas y entrevis-
tas, a profesionales, funcionarios, personas internadas 
y familiares. Y consisten en las mismas fuentes que 
fueron recabadas durante la investigación que culmi-
nó con el Informe: “Vidas Arrasadas: la segregación 
de las personas en los asilos psiquiátricos argentinos. 
Un Informe sobre Derechos Humanos y Salud Mental” 
(CELS – MDRI, 2008). Asimismo se accedió a fuentes 
secundarias, involucrando el relevamiento de investi-
gaciones referidas a la temática.

De acuerdo a las estadísticas suministradas por la enton-
ces Unidad Coordinadora Ejecutora de Salud Mental y 
Comportamiento Saludable del Ministerio de Salud de 
la Nación, hoy Dirección Nacional de Salud Mental, 
aproximadamente el 50% de las 25.000 plazas para in-
ternación por razones de salud mental que existen en 
Argentina corresponderían a mujeres internadas.

Asimismo, más del 50% de las 2.414 personas interna-
das en instituciones psiquiátricas de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires son mujeres.

El Hospital Neuropsiquiátrico Braulio Moyano, al 
mes de agosto de 2005, contaba con 1.271 personas 

internadas. El tiempo medio de internación en este 
hospital neuropsiquiátrico era de nueve años y tres 
meses. Esta media es superior en tres meses a la media 
general a nivel país.

Por su parte, la Unidad Psiquiátrica Penal Nº 27 del 
Hospital Neuropsiquiátrico Braulio Moyano, contaba a 
septiembre de 2006, con de 13 mujeres internadas.

El Hospital Interzonal Especializado Dr. José Antonio 
Estévez, centro de internación de salud mental destina-
do a mujeres, contaba a octubre de 2006, con 955 per-
sonas internadas (CELS – MDRI, 2008).

El Hospital Neuropsiquiátrico Braulio Moyano fue in-
tervenido en diciembre de 2005 luego de graves denun-
cias realizadas por un organismo de derechos humanos, 
el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS)4 y por 
medios periodísticos televisivos.

Entre las denuncias públicas que se realizaron sobre 
violaciones a los derechos humanos de las mujeres in-
ternadas, pueden subrayarse:

- Coerción por parte del personal para que algunas 
mujeres internadas ejercieran la prostitución;
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- Experimentación con las mujeres internadas para 
probar nuevos usos de fármacos existentes;

- Violaciones sexuales a mujeres internadas presun-
tamente cometidas por personal del hospital;

- Mujeres que murieron por desnutrición.

Estas denuncias fueron investigadas judicialmente pero 
a la fecha no existe información pública sobre que se 
hayan establecido responsabilidades y sanciones.

Como puede observarse, los derechos humanos de las 
mujeres con discapacidad psicosocial, institucionaliza-
das en centros de internación de salud mental en Argen-
tina, son cotidianamente violados y/o no considerados.

A su vez, en los informes elaborados por el CELS y 
Mental Disability Rights International (MDRI) denun-
ciando la situación en las Unidades Psiquiátricas Pena-
les, que fueron entregados al Ministro de Justicia y De-
rechos Humanos de la Nación en diciembre de 2004 y 
a los legisladores del Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires en abril de 2007, se subrayaba el con-
trol desmesurado que las autoridades ejercían sobre las 
mujeres internadas, así como la actitud de sumisión a 
la autoridad de las mujeres detenidas en la Unidad Psi-

quiátrica Penal Nº 27 ubicada en el Hospital Neurop-
siquiátrico Braulio Moyano. El personal de la Unidad 
les prohibía a las mujeres hablar con quienes estaban 
realizando la visita. Y al llegar a una celda con ocho mu-
jeres alojadas la encargada del Penal gritó desde afuera: 
“Al pie de las camas”, y todas las mujeres internadas sal-
taron y se pararon a los pies de las camas, en estado de 
atención. Además, podemos afirmar que en la Unidad 
en cuestión se reitera el uso de las celdas de aislamiento, 
tal y como también sucedía en la Unidad Psiquiátrica 
Penal Nº 20 que alojaba varones. Estas celdas tenían 
unas dimensiones de 2 x 2 m2, no poseían luz natural, 
no tenían adecuada ventilación, y la única comunica-
ción con el exterior de la celda era una mirilla ínfima. 
Estas celdas tampoco contaban con agua corriente ni 
facilidades sanitarias.

Las Unidades Psiquiátricas Penales Nº 20 y Nº 27, de-
pendientes del Servicio Penitenciario Federal, se encon-
traban, al momento de la investigación, ubicadas en pre-
dios de los hospitales Borda y Moyano, respectivamente. 
Posteriormente, durante al año 2010, fueron trasladadas 
a instalaciones del Servicio Penitenciario Federal.

El personal de la Unidad Nº 27 informó que tales cel-
das de aislamiento se utilizaban durante dos días como 
máximo; sin embargo, durante la visita se pudo consta-
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tar que había dos mujeres detenidas en estas celdas (una 
había estado allí durante un año por orden judicial por-
que se consideraba que era un peligro para sí misma; la 
otra, había estado detenida allí un año y medio por las 
dificultades en el trato con las otras personas).5

Con fecha 30 de abril de 2007 el diario local La Nación 
denuncia que a 50 meses de haberse pedido la interven-
ción de la justicia siguen existiendo graves deficiencias 
en el hospital Moyano. El 60% de las mujeres alojadas 
en este hospital están en condiciones deficientes de in-
fraestructura e higiene.6

Ya a nivel provincial, durante la visita realizada por 
CELS y MDRI al Hospital Neuropsiquiátrico Diego 
Alcorta de la provincia de Santiago del Estero, en di-
ciembre de 2004, pudo constatarse que al menos dos 
mujeres internadas se encontraban embarazadas. De 
acuerdo con las fechas de ingreso a la institución que 
figuran en sus historias clínicas, puede deducirse que 
tales embarazos ocurrieron estando ellas ya internadas 
en la institución. En 2006, una de las mujeres mencio-
nadas se estaba recuperando de una operación cesárea. 
Este nuevo embarazo, también habría ocurrido estan-
do ella internada en el hospital. La directora de esta 
institución informó que “junto con la cesárea, le habían 

practicado a la mujer una ligazón de trompas sin su con-

sentimiento”. La directora justificaba el procedimiento 
diciendo que la ligazón se había realizado “porque [la 
mujer] e[ra] promiscua”.

Según los estándares jurídicos internacionales, nunca 
se someterá a una persona detenida involuntariamente 
en una institución psiquiátrica a tratamientos irrever-
sibles. Únicamente se puede realizar un tratamiento de 
esta índole si la legislación nacional lo permite, cuando 
la persona haya dado su consentimiento informado y 
cuando un órgano externo independiente compruebe 
que existe realmente un consentimiento informado y 
que el tratamiento es el más conveniente para las ne-
cesidades de salud del paciente (Principio 11(14) de los 
Principios de Salud Mental) .

El consentimiento informado “es un consentimiento 
obtenido libremente sin amenazas ni persuasión inde-
bida, después de proporcionar al paciente información 
adecuada y comprensible, en una forma y en un len-
guaje que éste entienda (…)” acerca de cuestiones va-
rias, como por ejemplo, el diagnóstico y su evaluación 
(Principio 11-2 de los Principios). Atento las declara-
ciones de la directora, podemos concluir que en este 
caso no se cumplieron los estándares en referencia.
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Además, durante una segunda visita realizada por CELS 
y MDRI al ya mencionado Hospital Neuropsiquiátrico 
Diego Alcorta (Pcia. de Sgo. del Estero, Argentina) en 
septiembre de 2006, recibimos información de que otra 
mujer internada en el hospital desde hace 20 años, dio a 
luz en dos oportunidades estando internada. También 
se nos informó que ambos hijos fueron adoptados por 
otras personas. Esta mujer, que es sorda, y aparente-
mente no maneja la lengua de señas, todavía pregunta 
con gestos por sus hijos.

En la actualidad, diferentes organizaciones no guberna-
mentales en Argentina, además de haber impulsado ac-
tivamente la sanción de la Ley Nacional de Salud Men-
tal, están llevando adelante acciones de promoción y 
difusión de los derechos de las personas con discapaci-
dad psicosocial, así como también de denuncia pública 
acerca de lo que sucede en las nombradas instituciones, 
con el objetivo de generar la concienciación y el apoyo 
de la sociedad civil.

Asimismo, se cuenta con el Órgano de Revisión de Salud 
Mental que funciona en el ámbito del Ministerio Público 
de la Defensa y debe desarrollar las funciones enunciadas 
en el artículo 40 de la Ley Nº 26.657 a efectos de pro-
teger los derechos humanos de las personas usuarias de 
los servicios de salud mental. Además puede ejercer sus 

funciones de modo facultativo en todo el Territorio Na-
cional, en articulación con los Órganos de Revisión Locales 

provinciales, cuando considere la existencia de situacio-
nes de urgencia y gravedad institucional.

Entre las funciones del Órgano de Revisión, cabe des-
tacar: a) Requerir información a las instituciones pú-
blicas y privadas que permita evaluar las condiciones 
en que se realizan los tratamientos; b) Supervisar de 
oficio o por denuncia de particulares las condiciones de 
internación por razones de salud mental, en el ámbi-
to público y privado; c) Evaluar que las internaciones 
involuntarias se encuentren debidamente justificadas y 
no se prolonguen más del tiempo mínimo necesario, 
pudiendo realizar las denuncias pertinentes en caso de 
irregularidades y eventualmente, apelar las decisiones 
del juez; d) Controlar que las derivaciones que se reali-
zan fuera del ámbito comunitario cumplan con los re-
quisitos y condiciones establecidos en el artículo 30 de 
la presente ley; entre otras funciones de importancia.

Pese a ello, la vulneración de los derechos humanos de 
mujeres con discapacidad psicosocial, institucionaliza-
das en centros de internación de salud mental en Ar-
gentina -y en particular la vulneración de sus sexuales 
y reproductivos- continúa siendo un problema vigente.
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4. Cuestiones que se considera delinean 
interseccionalmente el trasfondo circunstancial 
de las mujeres con discapacidad psicosocial

4.1 Interseccionalidad

La interseccionalidad es una herramienta para el aná-
lisis, el trabajo de abogacía y la elaboración de políti-
cas, que aborda múltiples discriminaciones y nos ayu-
da a pensar la manera en que conjuntos diferentes de 
identidades inciden sobre el acceso que se pueda tener 
a derechos y oportunidades. Colabora en entender y 
responder a las maneras en que el género se cruza con 
otras identidades y cómo estos cruces contribuyen a ex-
periencias singulares de opresión y privilegio. Se trata, 
por tanto, de una metodología indispensable para el 
trabajo en el campo del desarrollo y los derechos hu-
manos. (AWID, 2004, p. 1)

El concepto de discriminación interseccional se basa en 
la premisa de que las mujeres con discapacidad son un 
grupo heterogéneo7, cuya identidad está determinada y 
atravesada por una multiplicidad de identidades, status 
y circunstancias de vida8. Así, entre muchos otros ras-
gos, las mujeres con discapacidad pertenecen a distintos 
grupos etarios, son migrantes o nacionales del Estado 
donde viven, defienden diversas opiniones políticas, 

y/o tienen diversas identidades de género u orientacio-
nes sexuales. Se produce una situación de discrimina-
ción interseccional contra una mujer con discapacidad 
si estos motivos prohibidos de discriminación “operan 
e interactúan entre sí en forma simultánea, de tal ma-
nera que resultan inseparables.”9 (Minieri, 2017, p.13)

Así, en particular, la experiencia de una mujer con dis-
capacidad psicosocial, institucionalizada en centros de 
internación de salud mental, en relación al ejercicio de 
sus derechos sexuales y reproductivos, será cualitati-
vamente diferente a la de una mujer que no pasó por 
dicha institucionalización.

4.2 Institucionalización

Cuando nos referimos a la institucionalización manico-
mial en centros de internación de salud mental estamos 
hablando de un proceso que tiene lugar como conse-
cuencia de un pacto social que discrimina, excluye e in-
visibiliza a aquellas personas que presentan diferencias 
respecto de la pauta hegemónica de adaptación social.

Fue Foucault (2000) quien llevó adelante una genealo-
gía de las instituciones de la modernidad (en particular 
de los manicomios). De acuerdo a su planteo, puede 
afirmarse que para que las personas transformasen su 
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cuerpo, su existencia y su tiempo en fuerza de trabajo, 
y la pusiesen a disposición del aparato de producción 
que el capitalismo intentaba hacer funcionar, a partir 
de comienzos del siglo XIX proliferaron toda una se-
rie de instituciones (hospitales, manicomios, orfelina-
tos, colegios, casas de educación, fábricas, talleres) que 
constituyeron una forma social del poder que fue una 
de las condiciones de funcionamiento de la sociedad 
industrial o capitalista. “¡O bien vas a la fábrica o bien 
terminas en la cárcel o en el manicomio de alienados!” 
(Foucault, 2000). Queda de manifiesto el carácter de 
control social y normalización que adquieren estas ins-
tituciones desde sus inicios en los procesos de produc-
ción de subjetividades.

Así, esta sociedad, se ha ocupado a través de múltiples 
mecanismos político-científico-tecnológicos, en pri-
mer término de expulsar, en segundo de no ver y en 
tercero de responsabilizar individualmente de la opera-
ción de expulsión a todas aquellas personas que difieren 
del ideal jerarquizado y dejando de lado que lo propio 
de los colectivos humanos es la invención y que la in-
vención involucra la diferencia. Una diferencia sin je-
rarquías, sin puntos de referencia preestablecidos desde 
algún centro de poder inventado históricamente, una 
diferencia del devenir, azarosa, contingente, histórica.

Los grupos humanos inventan sistemas de significa-
ción del mundo. Estos sistemas son sociales y son his-
tóricos. Nuestra subjetividad, esa manera de ver, sentir 
y pensar que nos caracteriza no es una esencia que nos 
define de una vez y para siempre, sino el resultado de 
un proceso en el que se articulan componentes sociales, 
históricos, políticos, económicos, culturales, deseantes. 
La sola idea de una subjetividad esencial, ideológica-
mente, presupone la existencia de copias más o menos 
logradas. Y entonces, quienes se acerquen más a dicha 
esencia, quienes encarnen más a la letra dicha ficción 
culturalmente impuesta, devendrán portadores de la 
razón y la verdad. Ellos son quienes saben, quienes tie-
nen, a quienes les corresponde. Al resto de las copias, 
las que quedemos más lejos, nos llegará el resto, lo que 
quede, o no nos llegará nada.

En la actualidad en Argentina los llamados manicomios 
u hospitales monovalentes (centros de internación en 
salud mental), continúan siendo la política generaliza-
da en salud mental. Pese a ello, es importante subrayar 
que no todas las prácticas que se llevan adelante en estas 
instituciones se inscriben en un horizonte como el arri-
ba descrito. Existen numerosas iniciativas que se orien-
tan hacia el trabajo con base en la comunidad.
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Un importante ejemplo en el mencionado sentido es el 
Programa de Externación Asistida (PREA) del Minis-
terio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Fun-
ciona en el Hospital Interzonal José Estéves y revisa 
críticamente el lugar hegemónico del hospital psiquiá-
trico para el tratamiento de mujeres con padecimiento 
mental grave. El PREA propone que se debe procurar 
articular desde el inicio del proceso de internación la 
atención primaria de la salud mental con la utilización 
de redes existentes en la comunidad. Está dirigido a 
personas que hace años están internadas y se encuen-
tran en proceso de externación. Una de las propuestas 
de trabajo del Programa son los emprendimientos pro-
ductivos. Allí estas mujeres confluyen en un espacio co-
mún con otro sector de excluidas/os del sistema: las/os 
trabajadoras/es desocupadas/os. La articulación entre 
ambos aspectos, atención primaria e inclusión en redes 
comunitarias, se efectiviza a partir de la participación 
de ambos actores sociales en los mencionados empren-
dimientos (taller textil, fabricación de dulces, de comi-
das, etc.), tutoreados por trabajadoras/es del hospital y 
sostenidos económicamente a partir de la adjudicación 
de planes de ayuda económica a quienes participan de 
tales emprendimientos. Otra de las propuestas del Pro-
grama es el alojamiento en Casa de Medio Camino. En 
2008, 50 mujeres externadas se encontraban residiendo 
en casas de convivencia. Asimismo 2 mujeres estaban 

viviendo con sus parejas y continuaban participando 
del programa, otras 2, también viviendo con sus pare-
jas, habían dado la baja del programa. Otra mujer exter-
nada estaba viviendo con su hija y otra se encontraba 
viviendo con su familia en la provincia de Catamarca. 
Esta información fue brindada por profesionales inte-
grantes del programa.

4.3 Algunas reflexiones desde la psiquiatría

y la psicología

Débora Tajer10, sostiene que los abusos “existen en to-
dos los ambientes con situaciones de vulnerabilidad”, 
“pero la saña hacia las mujeres es peor”. “La atención en 
la ciudad de Buenos Aires para los pacientes psiquiá-
tricos no es buena en términos generales. Igualmente 
si uno observa el Hospital Borda y el Hospital Moya-
no son atenciones diferentes. Mientras que el primero 
recibe todas las innovaciones, el segundo tiene la psi-
quiatría tradicional, y no es casual. Esto es así porque es 
un hospital para mujeres”, afirma Tajer. “La ideología 
con respecto a las pacientes mujeres es peor que para 
la de los hombres. Es sumamente patriarcal, tutelar y 
biologicista -reduciendo los trastornos de salud mental 
a un origen solamente orgánico y no atendiendo a la 
multideterminación en juego-. Se ve que se las retiene 
mucho más, como se retiene a las mujeres en sus casas, 
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mientras que en el Borda se intenta sacar a la gente. 
De esta forma, los abusos son así porque el dispositivo 
mismo lo permite”. El atropello a los derechos huma-
nos es una práctica corriente en todos los ambientes 
en donde hay personas en situación de vulnerabilidad, 
como lo afirma Tajer. Sin embargo, en los hospitales 
neuropsiquiátricos, cuando se trata mujeres la vulnera-
ción se acentúa desde la acción misma de la institución 
(Veitz, 2006, p. 2).

También en referencia a la situación de las mujeres 
alojadas en centros de internación de salud mental, 
Elena Levin11 afirma: “Este es un problema político y 
de la psiquiatría pesada. Las diferencias que se hacen 
entre el Borda y el Moyano son desde las cúpulas di-
rigenciales y las diferentes visiones de la psiquiatría, y 
no de los pacientes”. Levin afirma estar dolida dolida 
por lo que pasa en el Moyano y prefiere no profundizar 
porque subraya que no es un problema enteramente de 
la ciencia sino político que incluye disputas científicas. 
Igualmente arroja una frase desde su perspectiva de gé-
nero: “La psiquiatría fue pensada desde una cosmovi-
sión masculina que redujo a las mujeres a su aparato 
reproductor” (Veitz, 2006, p. 2).

Irene Meler12, que recorrió las instalaciones del Hospi-
tal Moyano en repetidas oportunidades, indica que “el 

abuso tiene que ver con el rol genital de la mujer, la 
posición subordinada de ella”. “Son prácticas de abusos 
que atraviesan toda la historia: de la pequeña violencia 
cotidiana, que puede ser psicológica en un matrimonio, 
pasando por postergaciones en el trabajo, hasta llegar 
a esta violencia, el abuso del débil mental”, manifiesta. 
“Me parece estremecedor que la forma de esta práctica 
de la violencia esté relacionada a lo erótico y a la sexua-
lidad, porque el hombre goza. Es como una caricatura 
siniestra de lo que sucede comúnmente entre relaciones 
de mujeres y hombres, en las relaciones aparentemente 
igualitarias esto ya esta está presente”, observa Meler. 
(Veitz, 2006, p. 3).

4.4. Discriminación múltiple, en razón

del género y de la discapacidad

4.4.1 La noción de género

La noción de género, señala Di Marco (2005), como 
categoría histórico-social se refiere a las relaciones so-
ciales desde la perspectiva de las relaciones de poder y 
subordinación que se establecen entre varones y mu-
jeres a partir de las construcciones culturales sobre lo 
que es ser un varón y lo que es ser una mujer en cada 
momento. Se estructuran sobre la base de las diferen-
cias biológicas entre los sexos y se traducen, vía su ex-
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trapolación, en desigualdades sociales. Son presentadas 
como naturales y ahistóricas, esencias de lo femenino 
o lo masculino, reproduciendo y sosteniendo las des-
igualdades que producen (Di Marco, 2005). Las rela-
ciones de género constituyen un sistema jerárquico 
entre varones y mujeres cuya configuración se apoya 
en discursos que lo legitiman y naturalizan. Se trata de 
relaciones de poder y autoridad, no de género como 
análogo a mujeres. Género no puede equipararse a sexo 
o cuerpo, no es un dato natural. Es una construcción 
cultural, social y política que tiene efectos en la distri-
bución de los bienes materiales y simbólicos y en las 
oportunidades de acceso. Construcción que consagró, 
durante la modernidad, a las mujeres y a las niñas, ni-
ños y adoelscentes al espacio de lo privado-indiferen-
ciado y a los varones a lo público-individualizado. La 
crítica feminista denuncia la falacia que consiste en 
partir de hechos de la biología para introducir prejui-
cios étnicos, de clase, de género13. El concepto de géne-
ro en términos ampliados, nos permite comprender la 
importancia de dar voz a las/os afectadas/os directas/
os por cualquier situación de vulneración de derechos.

4.4.2 Concepto de discriminación

Conforme a lo establecido por la Convención sobre 
la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

Racial entendemos por discriminación toda distinción, 
exclusión, restricción o preferencia basada en motivos 
de origen étnico, orientación o identidad de género, re-
ligión, rango socioeconómico, edad y/o discapacidad. 
La discriminación involucra una situación en la que 
una persona o grupo es tratada de manera inequitativa 
respecto de la población general. Toda persona tiene el 
derecho a estar libre de discriminación así como a otros 
derechos humanos fundamentales para la protección de 
la discriminación.

La discriminación basada en el género es aquella que 
se ejerce a partir de la construcción social que asigna 
determinados atributos socio-culturales a las personas 
a partir de su sexo biológico y convierte la diferencia 
sexual en desigualdad social. La discriminación por gé-
nero tiene su anclaje en estereotipos culturales y socia-
les que prescriben y determinan roles y funciones para 
varones y mujeres. Son estas prácticas discriminatorias 
las que excluyen y condicionan cotidianamente el acce-
so de las mujeres a sus derechos.

Asimismo, la pertenencia al género femenino se cruza 
con otras formas de discriminación, por pertenencia ét-
nica (afrodescendientes, indígenas), condición de migran-
te o refugiada, edad, opinión política, creencia religiosa, 
orientación o identidad de género, pobreza, por tratarse 
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de una persona con discapacidad, etc. Si bien estos moti-
vos de discriminación afectan también a varones, la con-
dición de mujer potencia y multiplica las vulnerabilidades 
y las construye como grupo particularmente afectado. 
Suele hablarse entonces de doble o triple discriminación 
y/o discriminación interseccional. Por ejemplo entre las 
personas con discapacidad, éstas pueden ser víctimas de 
abuso/explotación sexual y humillaciones. Problemáticas 
que afectan a las adolescentes y niñas en mayor medida 
que a sus pares varones (INADI, 2012, p 10).

Es así que la discriminación en razón del género es uno 
de los basamentos de la violencia (violencia de géne-
ro) que sufren las mujeres, y en particular las mujeres 
con discapacidades psicosociales y que se encuentran en 
centros de internación de salud mental en Argentina.

La discriminación en cuestión determina que la violen-
cia de género antedicha sea aún menos visible para el 
conjunto de la sociedad, que otros tipos y ámbitos en 
los que se ejerce la violencia de género o la violencia 
que se produce en instituciones que albergan varones.

En efecto, nos ha sido una ardua tarea localizar cifras 
actuales que demuestren cuantitativamente que las mu-
jeres que se encuentran en centros de internación de 
salud mental soportan, además de las violencias ligadas 

a la ausencia de reconocimiento de otros derechos fun-
damentales (violencia que también padecen los varones 
institucionalizados), discriminación y violencia de gé-
nero. Sin embargo, y de acuerdo a los datos que ya han 
sido compartidos, ello no nos impide afirmar que así 
sucede y como práctica cotidiana y naturalizada. Con 
esta evidencia nos hemos topado cuando visitamos 
centros de internación de salud mental que las recluyen, 
cuando buscamos información en fuentes secundarias, 
o cuando pasamos revista de los derechos contempla-
dos y reivindicados por algunos de los movimientos de 
mujeres y nos encontramos con que esta problemática 
aún no es suficientemente tenida en cuenta.

4.4.3 Discriminación hacia las personas con discapacidad

Las personas con discapacidad en general, y las perso-
nas con discapacidad psicosocial en particular, han sido 
invisibles e históricamente marginadas de la garantía 
de ejercicio de sus derechos fundamentales en muchas 
las sociedades. La diferencia que supone la discapacidad 
psicosocial ha sido percibida como motivo de discri-
minación, segregación y naturalización de la exclusión 
concomitante, equiparándola en algunos casos al déficit 
y/o a la peligrosidad. De esta manera, las personas con 
discapacidad sufren una discriminación en razón de su 
discapacidad (Hendriks, 1995).
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Pese a los importantes avances que se han registrado 
en los últimos años en materia legislativa y en el dise-
ño de las políticas, en Argentina aún sigue vigente el 
paradigma que supone una concepción de las personas 
con discapacidad como objetos de tutela y protección 
que entonces, por su propio bien y el de la sociedad, 
deberían ser “sustituidos” en la toma de las decisiones 
que afectan su vida, restringiendo así su capacidad de 
ejercer derechos.

Asimismo, además de formas directas de discrimina-
ción, las personas con discapacidad pueden experimen-
tar formas indirectas de discriminación.

La discriminación directa aparece cuando una persona 
“sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos 
favorable que otra en una situación análoga”.

La discriminación indirecta existe cuando una “disposi-
ción, criterio o práctica aparentemente neutros pueda 
ocasionar una desventaja particular”.

Ahora bien, la cuestión estriba en que en el caso de la 
discapacidad, la diferencia que ésta implica es percibi-
da generalmente como irregular, negativa, deficitaria o 
peligrosa por la sociedad en general.

Es decir: la discapacidad es una diferencia como tantas 
otras. Pero no es igual el modo en el que la sociedad en 
general percibe y considera a esta diferencia, respecto 
de otras diferencias.

Esto último (la percepción de la discapacidad por nues-
tra sociedad como algo irregular, negativo, deficitario o 
peligroso), quizá responda en parte a la siguiente razón: 
capacidad y discapacidad, son términos de naturaleza 
relacional. Es decir, sin comparar el significado del uno 
con el del otro, no se puede comprender cuando una 
persona tiene una capacidad y cuando tiene una dis-
capacidad. Asimismo, dichos conceptos son construc-
ciones sociales. Son definiciones que no son neutrales 
y que contribuyen a la estigmatización. Siguiendo la 
naturaleza relacional de estos términos, nuestra defini-
ción de lo que es diferente y de lo que es igual, depende 
de nuestro punto de comparación.

Las prácticas sociales discriminatorias son el resultado 
de la implementación de un modelo que, en su esencia, 
es mayoritariamente ciego al género, patriarcal e indi-
ferente a los derechos humanos, incluidos los derechos 
de las mujeres (Scampini, 2012). Un modelo que se ha 
ocupado de proponer al varón, blanco, heterosexual, 
sin discapacidad, con determinado nivel educativo, con 
determinados recursos económicos, perteneciente a la 
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religión dominante, como ideal social y modelo rela-
cional, desigualando las diferencias.

Separamos así entre “nosotras/os” (las/os iguales) y 
“ellas/os” (las/os diferentes). Y esta separación, subrep-
ticiamente implica que “ellas/os” (las/os “otra/os”) de-
ben adaptarse a las normas y estándares de “nosotras/
os”, si pretenden ser aceptadas/os como miembros ple-
nos de la sociedad.

Tal como ya se ha planteado, la diferencia es parte fun-
dante de toda sociedad. Y esto debería de considerarse 
así también respecto de la discapacidad. La plena parti-
cipación de las personas con discapacidad es indispen-
sable en un modelo de sociedad que promueve la igual-
dad y la democratización de sus relaciones, porque sus 
contribuciones individuales enriquecen todas las esfe-
ras de la vida. De igual manera que las contribuciones 
de las personas sin discapacidad.

En suma, la discapacidad debería de considerarse como 
una diferencia más dentro de la diversidad de la socie-
dad, y no como un rótulo estigmatizador conducente a 
la discriminación.

La Convención Interamericana para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra las Per-

sonas con Discapacidad constituye el primer tratado 
regional de derechos humanos que ha definido en qué 
consiste la discriminación que sufren las personas con 
discapacidad (Breslin y Yee, 2002, p. 10.). Tal defini-
ción la brinda su artículo I.2.:

a) El término “discriminación contra las personas 
con discapacidad” significa toda distinción, exclu-
sión o restricción basada en una discapacidad, an-
tecedente de discapacidad, consecuencia de disca-
pacidad anterior o percepción de una discapacidad 
presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de 
impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por parte de las personas con discapacidad, de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales.

b) No constituye discriminación la distinción o prefe-
rencia adoptada por un Estado parte a fin de promo-
ver la integración social o el desarrollo personal de las 
personas con discapacidad, siempre que la distinción o 
preferencia no limite en sí misma el derecho a la igual-
dad de las personas con discapacidad y que los indivi-
duos con discapacidad no se vean obligados a aceptar 
tal distinción o preferencia. En los casos en que la le-
gislación interna prevea la figura de la declaratoria de 
interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para su 
bienestar, ésta no constituirá discriminación.
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Sin embargo, vale destacar que este artículo es critica-
ble respecto de su inciso (a), al menos en dos sentidos 
(Courtis, 2004,):

Primero, porque la definición no alude al propósito 
de impedir o anular de forma injustificada el recono-
cimiento, goce o ejercicio de un derecho. Así, atento 
los términos de la Convención, se puede excluir a una 
persona ciega de conducir un vehículo.

Segundo, debido a que el concepto en análisis no cubre 
los casos en los que quien distingue, excluye o restrin-
ge, no se basa en la discapacidad, antecedente, secuela o 
percepción de la misma. Una muestra de uno de estos 
casos la constituye la construcción de un edificio que no 
es accesible (ya que éste anula la libre circulación, con 
independencia de que quien o quienes lo han construi-
do, se hayan basado en la cuestión de la discapacidad).

En cuanto a su inciso (b), sobre todo es plausible de crí-
tica la inclusión de una justificación exclusiva respecto 
de la institución de la interdicción, ya que esto puede 
dar a entender que quienes elaboraron este instrumen-
to comulgan absolutamente con tal institución (que ha 
merecido numerosas críticas).

Esta doble discriminación (en razón del género y de la 
discapacidad), ha sido así reconocida por el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer.

En esta recomendación, el Comité expresa su preo-
cupación por la situación de las mujeres con discapa-
cidad, las cuales sufren una “doble discriminación” y 
recomienda a los Estados Partes que “incluyan en sus 
informes periódicos información sobre la situación de 
las mujeres con discapacidad y sobre las medidas adop-
tadas para hacer frente a su situación particular, inclui-
das las medidas especiales para garantizarles igualdad 
de acceso a la educación y al empleo, los servicios de 
salud y la seguridad social, así como la participación en 
todas las esferas de la vida social y cultural.” Este Comi-
té es el órgano encargado de vigilar la aplicación de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer.

Es interesante afirmar que, además del género y de la 
discapacidad, existen muchas otras circunstancias que 
interseccionalmente pueden provocar otras vulnerabili-
dades, con sus probables y consiguientes discriminacio-
nes, en las mujeres con discapacidad. Entre ellas pode-
mos referir: el hecho de que una mujer con discapacidad 
pertenezca a un país pobre; o la condición de una mujer 
con discapacidad como miembro de una minoría étni-
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ca. Así lo reconoce por ejemplo Arnau Ripollés (2004), 
en su trabajo “Violencia de género contra la(s) mujer(es) 
con discapacidad(es)”. Así, si bien esta autora se adscribe 
a la referida doble discriminación, expresa que le pare-
ce más adecuado referirse una discriminación múltiple, 
pues de esta manera se puede englobar más amplia y ex-
plícitamente “la diversidad de Mujer-es con disCapaci-
dad-es”. Agrega en este sentido Arnau Ripollés que hay 
mujeres con discapacidad que “padecen más de dos dis-
criminaciones”, por ejemplo, las mujeres lesbianas con 
discapacidad. Asimismo, según esta experta la teoría de 
la discriminación múltiple puede reflejar con mayor cer-
teza el hecho de que, en función de la discapacidad que 
tenga una mujer, “está más o menos excluida del discurso 
de la mujer con discapacidad en general”. Y concluye ma-
nifestando que si no aprendemos a ser más cuidadosas, 
y cuidadosos, hablar en estos momentos de “mujer con 
discapacidad” se reduce prácticamente a “mujer con dis-
capacidad física, blanca, occidental, heterosexual, de clase 
media, de mediana edad, y de tradición judeocristiana”.

4.5. La discapacidad como una cuestión

de derechos humanos y el modelo social

de la discapacidad

La Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad -en adelante “la Convención” o CDPD-, 

ratificada por Argentina en el año 2008, establece la obli-
gatoriedad de que los Estados reconozcan la titularidad 
de derechos y garanticen su ejercicio pleno, en igualdad 
de condiciones para todas las personas con discapacidad.

Esta norma, que ya era parte del derecho argentino con 
rango superior a las leyes, a partir del año 2014 pasó a 
integrar la Constitución Nacional, en el marco de su 
artículo 75 inc. 2214.

La Convención se funda en el “modelo social” de la 
discapacidad y en la lucha de las propias personas con 
discapacidad para autoafirmarse como ciudadanos con 
igual dignidad y valor que los demás.

La dignidad como valor ha sido un factor crucial en el 
pasaje hacia una perspectiva de la discapacidad basada 
en los derechos humanos. Debido a su invisibilidad, las 
personas con discapacidad frecuentemente han sido 
tratadas como objetos a los que había que proteger o 
compadecer. El cambio fundamental se produjo cuan-
do comenzaron a verse a sí mismas, y comenzaron a 
ser vistas como personas, sujetos de derecho y no como 
objetos (Quinn y Degener, 2002, p. 18).

El modelo social subraya que lo concebido como disca-
pacidad obedece a causas preponderantemente sociales. 
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Asimismo, señala que las discapacidades son producto 
del encuentro entre personas que experimentan un 
determinado impedimento, y barreras sociales que li-
mitan su capacidad para participar en condiciones de 
igualdad en la sociedad. En consecuencia, la Conven-
ción determina que los Estados deben adoptar todas 
las medidas necesarias para garantizar la participación 
efectiva de las personas con discapacidad en cada una de 
las actividades de la vida en comunidad.

En el inciso 1 del artículo 12 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, los 
Estados Partes reafirman que las personas con disca-
pacidad tienen derecho a ser reconocidas en igualdad 
de condiciones ante la ley. Este párrafo del artículo 12 
alude al elemento de la capacidad jurídica que se refiere 
a la titularidad de derechos, y reconoce la personalidad 
jurídica de las personas con discapacidad. El párra-
fo 2 del artículo 12 establece que “Los Estados Partes 
reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las 
demás en todos los aspectos de la vida.” Una ciudadana 
o un ciudadano sin discapacidad que es propietaria o 
propietario de un bien inmueble, o de un automóvil, 
de un caballo o de un libro, tiene el derecho de vender 
la casa, de alquilar el automóvil, de donar el caballo o 
de prestar el libro. Todas las posibilidades anteriores, y 

otros actos de disposición que son inherentes a su ca-
lidad de propietaria o propietario, son manifestaciones 
de su capacidad jurídica. El inciso 2 al extender los mis-
mos derechos a las personas con discapacidad, alude a la 
posibilidad de ejercicio de derechos como componente 
de la capacidad jurídica. La inclusión de los principios 
de reconocimiento de la autonomía individual, prohi-
bición de discriminación, e igualdad de oportunidades, 
entre los principios generales de la Convención que los 
Estados Partes deben respetar, constituye una prueba 
de la naturaleza no negociable de este compromiso. 
Esta obligación exige a los Estados, por un lado, abs-
tenerse de acciones que socaven estos principios y, por 
otro, emprender las medidas que los promuevan15.

Para mostrar la importancia del ejercicio pleno del de-
recho a la participación, cabe recordar algunas de las 
frases expresadas por organizaciones de personas con 
discapacidad durante el proceso de redacción de la 
Convención, entre ellas: “No nos sustituyan, inclúyan-
nos” o “nada sobre nosotras/os sin nosotras/os”.

En este sentido, Tina Minkowitz, co-directora de la 
Red Mundial de Usuarios y Sobrevivientes de la Psi-
quiatría, se ocupó de presentar y desarrollar una meto-
dología específica relativa a la capacidad legal inherente 
y la toma de decisiones con apoyo. Minkowitz subrayó 
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que la capacidad legal es una “aptitud regulada por el or-
denamiento para ser titular de derechos y obligaciones 
y para obrar con impulsos propios en la vida jurídica 
de relación” (Minkowitz, 2008). La toma de decisiones 
con apoyo es un modo de aplicar el modelo social para 
lograr el ejercicio real de la capacidad legal. En lugar de 
privar al individuo de su capacidad legal e instalar un 
tutor o curador a cuidar sus intereses, lo que refuerza 
un estado de pasividad, debemos crear las condiciones 
que faciliten a la persona el “obrar con impulsos pro-
pios”. Uno de los principios que guía esta metodología 
supone asumir la “dignidad del riesgo” y el derecho de 
todas y todos a andar por el mundo con todos sus peli-
gros y posibilidades.

4.6 Fortalecimiento singular y colectivo

¿Quién da cuenta de las situaciones cotidianas de las 
mujeres, de las personas con discapacidad, de las niñas 
(y de los niños), de las “locas” (y de los “locos”), o de 
las personas detenidas en las cárceles? ¿Cómo legitiman 
ellas (y ellos) su relato? ¿Cómo se nombran a aquellas (y 
aquellos) que están excluidos del discurso social y polí-
tico hegemónico?

Si uno de nuestros objetivos es dar cuenta de la situa-
ción en la que se encuentran las mujeres con discapaci-

dad psicosocial, institucionalizadas en centros de inter-
nación de salud mental en Argentina, necesariamente 
debemos atender a la complejidad de los aspectos silen-
ciados: las voces de las afectadas directas; las voces de 
las relaciones de poder y autoridad tal y como se entra-
man específicamente en los centros de internación de 
salud mental, y que dan cuenta de particulares procesos 
de institucionalización.

En tal sentido, también debemos tener en cuenta que 
toda denuncia de la situación que nos proponemos ha-
cer visible debe escribirse en la comunidad, por la comu-
nidad y con la comunidad en la medida en que retoma 
la historia de las relaciones que dieron lugar al someti-
miento y a la exclusión. En la comunidad ya que debe 
tratarse de un proceso situado temporal y espacialmente, 
ninguna denuncia puede tener carácter universal; por la 
comunidad ya que el objetivo, desde una perspectiva ins-
titucional-comunitaria, es que el propio grupo social se 
fortalezca (empowerment)16, y, finalmente, con la comuni-
dad ya que cualquier escritura debe incluir la perspectiva 
de las/os afectadas/os directas/os.

Consideramos que tanto los responsables directos de la 
implementación de las políticas públicas como la socie-
dad civil en su conjunto debemos atender los reclamos 
tal y como los enuncian los/las propios/as afectados/as 
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por la situación de vulneración de que se trate. Si uno 
de los objetivos de este trabajo puede traducirse en el 
anhelo de construcción de una sociedad más justa e in-
clusiva, es fundamental que cada persona/ actor/actriz 
social que la componen se constituya como sujeta/o au-
tónoma/o y tenga parte en la construcción de las insti-
tuciones que la sostienen: La autonomía (y su producción) 

toma aquí el sentido de una autoinstitución de la sociedad, 

autoinstitución en adelante más o menos explícita: nosotros 

hacemos las leyes, lo sabemos, y somos pues responsables de 

nuestras leyes, de modo que debemos preguntarnos cada vez: 

por qué esta ley y no otra (Castoriadis, 1998, p. 77).

5.3 Instrumentos de Derecho Internacional

de Derechos Humanos

Los derechos sexuales incluyen el derecho de todas las 
personas a “una sexualidad plena en condiciones se-
guras, así como el derecho a tomar decisiones libres, 
informadas, voluntarias y responsables sobre su sexua-
lidad, con respeto de su orientación sexual e identidad 
de género, sin coerción, discriminación ni violen-
cia.”17 Siguiendo a la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), es posible detallar un poco más esta definición 
y señalar que los derechos sexuales abarcan “el derecho 
de todas las personas, libres de coerción, discrimina-
ción y violencia, a: (1) el mayor estándar posible de sa-

lud, en relación con la sexualidad, incluyendo el acceso 
a servicios de salud sexual y reproductiva; (2) buscar, 
recibir e impartir información en relación a la sexua-
lidad; (3) educación sexual; (4) respeto por la integri-
dad corporal; (5) elección de pareja; (6) decidir ser o no 
ser sexualmente activo; (7) [tener] relaciones sexuales 
consensuadas; (8) [un] matrimonio consensuado; (9) 
decidir tener o no tener, y cuándo tener hijos; y (10) 
ejercer una vida sexual satisfactoria, segura y placente-
ra.”18 Por su parte, los derechos reproductivos “se basan 
en el reconocimiento del derecho básico de todas las 
parejas e individuos a decidir libre y responsablemente 
el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos 
y el intervalo entre éstos y a disponer de la información 
y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel 
más elevado de salud sexual y reproductiva. También 
incluye su derecho a adoptar decisiones relativas a la 
reproducción sin sufrir discriminación, coacciones ni 
violencia, de conformidad con lo establecido en los do-
cumentos de derechos humanos.”19 (Minieri, 2017).

El Sistema Interamericano, con la Declaración America-
na de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención 
Americana de Derechos Humanos, El Protocolo Adicio-
nal a la Convención Americana en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Sal-
vador”, la Convención de Belém do Pará y la Comisión y 
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la Corte Interamericana de Derechos Humanos,20 expre-
samente consagran las obligaciones de los Estados para 
brindar una adecuada protección de los derechos de las 
mujeres y la obligación de garantizar que las mujeres ac-
cedan a los servicios de salud sin discriminación alguna.21 
(Centro de Derechos Reproductivos, 2015).

Con la ratificación de la Convención de Belém do Pará, 
los Estados Parte asumieron el compromiso de adoptar 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres, así como a actuar con la 
debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar 
dicha violencia, y a promover la modificación de patro-
nes de conducta y estereotipos socioculturales de varo-
nes y mujeres. En el marco de la implementación de la 
Convención de Belém do Pará, la Declaración sobre la 
Violencia contra las Mujeres, Niñas y Adolescentes y sus 
Derechos Sexuales y Reproductivos del Comité de Ex-
pertas/os (CEVI) del MESECVI, hace un llamado a los 
Estados para garantizar la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres y su derecho a la vida, eliminando el aborto 
inseguro y estableciendo leyes y políticas públicas que 
permitan la interrupción del embarazo. De igual mane-
ra, se reitera el llamado para garantizar que las mujeres 
tengan acceso inmediato a métodos anticonceptivos 
económicos, incluyendo la anticoncepción de emergen-
cia.22 (Centro de Derechos Reproductivos, 2015).

Referido en particular a las mujeres con discapacidad, el 
preámbulo de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad (CDPD) reafirma el princi-
pio de “universalidad, indivisibilidad, interdependencia e 
interrelación de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales, así como la necesidad de garantizar que las 
personas con discapacidad los ejerzan plenamente y sin 
discriminación.”23 De esta manera, el Preámbulo enfatiza 
que la CDPD no crea nuevos derechos sino que procura 
garantizar que las personas con discapacidad ejerzan todos 
los derechos ya reconocidos por el derecho internacional 
de los derechos humanos, incluidos los Derechos Sexuales 
y Reproductivos, en igualdad de condiciones con las de-
más personas (Palacios, Bariffi, 2007, p. 56).

Asimismo, dos artículos de la CDPD receptan expresa-
mente algunos aspectos de los Derechos Sexuales y Re-
productivos. El artículo 23 reconoce “el derecho de las 
personas con discapacidad a decidir libremente y de ma-
nera responsable el número de hijos que quieren tener y el 
tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, y 
a tener acceso a información, educación sobre reproduc-
ción y planificación familiar apropiados para su edad, y… 
[a] los medios necesarios que les permitan ejercer esos de-
rechos.”24 De esta forma, la CDPD replica, casi exactamen-
te, el artículo 16 de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la Mujer (CE-
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DAW).25 Dada la prevalencia de esterilizaciones forzadas 
entre las personas con discapacidad, en particular entre las 
personas con discapacidad psicosocial alojadas en centros 
de internación de salud mental -tal y como se reseñó más 
arriba- el artículo 23 de la CDPD también obliga al Estado 
a garantizar que las personas con discapacidad “manten-
gan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las de-
más.”26 (Minieri, 2017: 18).

6. Leyes nacionales y políticas públicas:
avances recientes en Argentina

Uno de los avances más evidentes –y que involucra un 
adelanto sustantivo en lo que hace a la aplicación de 
la Convención de Belém do Pará en Argentina- fue la 
sanción de la Ley Nacional 26.485 Ley de protección in-
tegral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales, en el año 2009. Dicha ley es-
tablece que “(s)e entiende por violencia contra las muje-
res toda conducta, acción u omisión, que de manera di-
recta o indirecta, tanto en el ámbito público como en el 
privado, basada en una relación desigual de poder, afecte 
su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, 
sexual, económica o patrimonial, como así también su 
seguridad personal. Quedan comprendidas las perpetra-
das desde el Estado o por sus agentes” (Art. 4).27

También deben destacarse los avances introducidos 
tanto por la Ley Nacional de Salud Mental N° 26.657 
como el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación.

La sanción de la Ley Nacional de Salud Mental 26.657 en 
2010 marcó un hito en el camino de desandar el paradig-
ma, aún hoy hegemónico en Argentina, que se basa en la 
concepción de que las personas usuarias de los servicios 
de salud mental son objetos de tutela y protección y, que 
deben ser sustituidas en la toma de decisiones. Asimis-
mo, esta ley reconoce el derecho de todas las personas a 
acceder a la atención integral en salud mental de acuerdo 
a sus necesidades, en un marco de igualdad y no discri-
minación (Amendolaro, Laufer, Spinelli, 2015).

Asimismo, el nuevo Código Civil y Comercial se pro-
puso adecuar el derecho positivo a la CDPD, y receptar 
el nuevo paradigma en materia de personas con padeci-
mientos mentales, de conformidad con la Ley Nacional 
de Salud Mental 26.657. Ambas normas ya reconocían 
el derecho a la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, a la dignidad y a la autonomía, a la liber-
tad, a la integridad personal, a la igualdad y no discri-
minación, al acceso a la información, a la intimidad, a la 
identidad, a la integración comunitaria.
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A nuestro criterio, a pesar de la brecha que aun separa el 
modelo de capacidad asumido por el nuevo Código Civil 
respecto de la CDPD, su aprobación constituye un in-
dudable avance en relación con el modelo vigente. Ello, 
en tanto incorpora, entre otros derechos, el sistema de 
apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica en los ca-
sos de capacidad restringida para determinados actos, y 
consolida los avances introducidos por la Ley Nacional 
de Salud Mental, al fortalecer la promoción del mayor 
grado de autonomía posible, así como la determinación 
concreta de los actos jurídicos para los cuales se limita la 
capacidad. (Amendolaro, Laufer, Spinelli, 2015).

7. Conclusiones y propuestas

A través de un análisis interrelacionado, con aporta-
ciones del análisis interseccional, el Derecho interna-
cional de los derechos de las mujeres y los aportes de 
la psicología institucional-comunitaria; y donde una 
de las propuestas más importantes que se deduce es 
la necesidad de fortalecimiento de los propios grupos 
vulnerados a partir del trabajo directo con las comu-
nidades de las que éstos son parte, se ha explorado la 
situación del grupo conformado por las mujeres con 
discapacidad psicosocial y que se encuentran institu-
cionalizadas en centros de salud mental en Argentina. 
Asimismo se ha brindado alguna información referida 

a la situación de este grupo en algunos países de Amé-
rica Latina. Tal análisis nos permite realizar algunas 
conclusiones y propuestas:

Estas mujeres constituyen un grupo especialmente signi-
ficativo. Nos hemos encontrado con que el grupo de las 
mujeres internadas en centros de salud mental constituye 
el 50%, o más del 50%, del total de las personas internadas. 
Estas mujeres sufren discriminación, exclusión y viola-
ciones gravísimas a sus derechos humanos. Destacando la 
vulneración a sus derechos sexuales y reproductivos.

Argentina cuenta en el ámbito nacional con una ley 
marco en salud mental y derechos humanos de las per-
sonas usuarias de servicios de salud mental y con un 
nuevo Código Civil que reconocen el derecho al ejer-
cicio de la capacidad jurídica de las personas con disca-
pacidad, sin embargo aún resta un importante camino 
para que dichas normativas se traduzcan en políticas 
generales conducentes a garantizar el efectivo cum-
plimiento de los derechos de las personas con discapa-
cidad psicosocial, y en sexuales y reproductivos de las 
mujeres con discapacidad psicosocial.

Asimismo, se subrayó la importancia de la aprobación 
en nuestro país en 2009 de la ley Nacional 26.485 Ley 
de protección integral para prevenir, sancionar y erra-
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dicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en 
que desarrollen sus relaciones interpersonales. (Art. 4)

Las estadísticas oficiales a nivel nacional son insuficien-
tes. Estos datos, junto con el marco normativo, permi-
tirían avanzar en el diseño de las políticas necesarias 
para el efectivo cumplimiento de los derechos de este 
grupo de personas, desde una perspectiva de género.

Reconociendo que existen importantes avances, de to-
dos modos debe subrayarse que en los centros de sa-
lud mental de nuestro país predomina aún hoy la pau-
ta hegemónica denominada “manicomialización”, que 
discrimina, excluye y no ofrece suficientes alternativas 
de tratamiento ni reinserción social posterior a aquellas 
personas que padecen algún tipo de discapacidad men-
tales. Los diagnósticos psiquiátricos, funcionan como 
rótulos que estigmatizan a la persona en la discapacidad 
que la afecta y, conjuntamente con la maquinaria insti-
tucional-social, contribuyen a alejar a la persona de su 
condición de sujeto de derecho.

A la gravedad de los hechos denunciados se suma la in-
visibilidad social aún mayor en la que se encuentran las 
mujeres que fueron alojadas en centros de internación de 
salud mental y permanecieron allí durante años y años.

La discriminación en razón del género es uno de los 
basamentos de la violencia (violencia de género) que 
sufren las mujeres que se encuentran alojadas en cen-
tros de internación de salud mental. Esta discrimina-
ción determina que la violencia que se comete contra 
este grupo de mujeres sea aún menos visible para el 
conjunto de la sociedad que la violencia que se produce 
en instituciones que alojan varones; y que la violencia 
que se ejerce sobre otras mujeres.

Con base en el derecho internacional de los derechos 
humanos, Argentina puede aplicar en casos concretos 
de violaciones de derechos humanos una articulación 
ingeniosa de determinadas normas y jurisprudencia 
internacionales (como por ejemplo lo hizo en el pre-
cursor caso “T. Ricardo Alberto s/Internación”); modi-
ficar determinadas normas del orden jurídico nacional 
argentino, en caso de que éstas sean contrarias a obliga-
ciones internacionales asumidas; y legislar “desde cero” 
en los casos en los que el ordenamiento jurídico nacio-
nal argentino presente vacíos legales.

Ello permitirá avanzar en el diseño de políticas, con 
perspectiva de género, enmarcadas en el Modelos So-
cial de la Discapacidad, que garanticen la inclusión real 
de las mujeres con discapacidad psicosocial.
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Notas

1 Se utilizarán indistintamente los términos “personas usuarias de 
los servicios de salud mental”, “personas con discapacidad mental” 
o “personas con discapacidad psicosocial”. En tal sentido, se han 
contemplado los estándares internacionales en materia de derechos 
humanos de las personas con discapacidad y la actual discusión 
de este grupo en torno a cómo autodenominarse. Estos términos 
también incluyen a personas que puedan estar sujetas a discriminación 
basándose en la percepción de que tienen una enfermedad o un 
historial previo de discapacidad mental.

2 Algunas definiciones conceptuales:
Con el término “institucionalización”, usualmente se hace referencia a la 
situación de las personas (en nuestro caso personas con discapacidades 
psicosociales) que se encuentran en establecimientos institucionales 
de características totales, es decir que se organizan de acuerdo a un 
modelo asilar, custodial y de control social (por ejemplo, un hospital 
neuropsiquiátrico, una cárcel). Cabe aclarar que la problemática relativa a 
la “institucionalización” abarca tanto lo que sucede dentro de los “muros” 
de las instituciones como en la comunidad de la que éstas son parte.

Asimismo, la manicomialización hace referencia a la supresión de la 
posibilidad de que las personas que se encuentran en los manicomios 
se manifiesten como individuos pensantes, como sujetos portadores de 
derecho y donde lo cotidiano es el maltrato y el no reconocimiento de 
su dignidad (Ulloa, 1995).

Respecto de la definición de discapacidad, la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad establece (…) las personas 
con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar 
con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

En cuanto al concepto de discapacidad mental, también tomará en 
consideración la opción de los reconocidos expertos internacionales en 

salud mental y derechos humanos, Rosenthal y Sundram: se utilizará 
entonces la terminología “discapacidades mentales” en un sentido amplio, 
incluyendo así tanto a las personas con un diagnóstico de enfermedad o 
de desorden mental, como a las personas que no tienen un diagnóstico 
de enfermedad o de desorden mental pero que son así percibidas por las 
autoridades médicas o por otros integrantes de la sociedad (esto último, 
en razón de que muchas personas son discriminadas con razón de tal 
percepción, y con motivo de lograr que la legislación ideada a los efectos 
que nos ocupan otorgue protección también ante estas situaciones -en 
otras palabras: de hecho la discriminación es la misma con diagnóstico o 
sin él-) (Rosenthal y Sundram, 2003, p.1).

Referido al uso del término “paciente/s”, debe señalarse que el mismo 
es un término controvertido. Según Rosenthal y Sundram, cuando 
los Principios para la protección de los enfermos mentales y el 
mejoramiento de la atención de la salud mental (adoptados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 46/119, de 17 de diciembre 
de 1991; en adelante, los Principios) hacen referencia a “pacientes” 
y no a “personas”, esto sugiere que los derechos de las personas con 
discapacidades mentales son un producto de su estatus médico antes 
que de su valor inherente como seres humanos (Rosenthal y Sundram, 
2003, ob. cit., p. 7).

3 CELS, El castigo del “inimputable”. Unidades penales del Borda y del 
Moyano, publicado en el diario Página 12, 15/12/2005.

4 CELS, El castigo del “inimputable”. Unidades penales del Borda y del 
Moyano, publicado en el diario Página 12, 15/12/2005.

5 La Nación, 30 de abril de 2007, “Siguen las deficiencias en el 
Moyano”, noticia disponible en la página en Internet de este diario: 
http://www.lanacion.com.ar .

6 Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
Observación General Nº 3, supra nota 25, parág. 16.

7 parág. 16.

http://www.lanacion.com.ar/


ARTÍCULOS Mujeres con discapacidad psicosocial ... p72-104

Ana Laura Aiello | Roxana Amendolaro

103

Revista SALUD MENTAL Y COMUNIDAD | Año 6, Nº6 | Agosto de 2019

8 parág. 4.

9 Psicóloga, profesora adjunta de Estudios de Género de la Facultad de 
Psicología de la UBA, residente del Hospital Neuropsiquiátrico Braulio 
Moyano entre 1990 y 1994 y a cargo de la Cátedra de Psiquiatría 
Social del Curso Superior de Especialistas en Psiquiatría del Hospital 
Neuropsiquiátrico Braulio Moyano entre 1995 y 2000.

10 Directora del Posgrado de Ginecopsiquiatría de la Universidad 
Favaloro y creadora del Capítulo Salud Mental de la Mujer de la 
Asociación de Psiquiatras Argentinos.

11 Psicoanalista, coordinadora del Foro del Psicoanálisis y Género de 
la Asociación de Psicólogos de Buenos Aires y Profesora a cargo de la 
Materia Psicología III del Curso Superior de Especialistas Universitarios 
en Psiquiatría en el Hospital Neuropsiquiátrico Braulio Moyano.

12 Escribir una historia de las mujeres, señala Perrot (2002, p. 
58), supone tomarlas como protagonistas de su propio destino, 
atribuir a la relación entre los sexos una cierta gravitación sobre los 
acontecimientos […] El feminismo […] hasta fecha reciente, no era 
considerado como un movimiento social.

13 Ley Nº 27.044 (BO Nº 33.035 del 22/12/2014)

14 Carta de Opinión Legal sobre el artículo 12 de la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(CDPD). Disponible en: http://redlamyc.info/Comunicaciones_Region/

Correos%20Varios/Archivos%20adjuntos/2008_04_27_Art_12_Carta%20

Expertos%20del%20Caucus.doc

15 Con la noción de empowerment hacemos referencia al proceso mediante 
el cual los miembros de una comunidad (individuos interesados y grupos 
organizados) desarrollan conjuntamente capacidades y recursos para 
controlar su situación de vida, actuando de manera comprometida, 
consciente y crítica, para lograr la transformación de su entorno según 
sus necesidades y aspiraciones, transformándose al mismo tiempo a 
sí mismos (Montero, 2003, p. 72). Lo cual supone intervenciones que 

apunten al fortalecimiento de la sociedad civil, para que ésta desarrolle 
una clara conciencia de sus derechos y sus deberes ciudadanos. Podríamos 
completar el concepto señalando que se tratará de un colectivo que 
intentará poner abiertamente en tela de juicio su propia ley de existencia, 
su propio orden dado.

16 Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Consenso 
de Montevideo sobre Población y Desarrollo, LC/L.3697, 5 de 
septiembre de 2013, online: Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe http://bit.ly/1z2uIqM.

17 Organización Mundial de la Salud, citado por Alice Miller, 
Sexualidad y Derechos Humanos. Documento de reflexión [Sexualidad 
y Derechos Humanos] (Ginebra: Consejo Internacional de Políticas en 
Derechos Humanos, 2010), online: Consejo Internacional de Políticas 
en Derechos Humanos http://bit.ly/2hKDvRD, pps. 9 y 10.

18 Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo de Naciones 
Unidas, Programa de Acción, Capítulo VII, Derechos Reproductivos y 
Salud Reproductiva, 1994, online: Naciones Unidas http://bit.ly/1IpoDi7, 
parág. 7.3

19 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha identificado el 
artículo 11 (2), el artículo 17 (2) y el artículo 29 (b) de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, como las fuentes de los derechos 
a la vida privada, la autonomía reproductiva y a fundar una familia 
y, en consecuencia, las fuentes de la prohibición de restricciones 
desproporcionadas e innecesarias, de iure o de facto, para ejercer las 
decisiones reproductivas que corresponden a cada individuo.

20 MESECVI, Declaración sobre la Violencia, supra nota 9. 
Adicionalmente, el Protocolo de San Salvador determinó que toda 
persona tiene el derecho a la salud, entendida como el disfrute del más 
alto nivel de bienestar físico, mental y social. Asimismo, los Estados 
Parte se comprometieron a reconocer la salud como un bien público 
y, particularmente, a adoptar medidas específicas para garantizar este 
derecho sin discriminación alguna. La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha declarado que no es posible que las mujeres 
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puedan llegar a disfrutar plenamente de sus derechos humanos 
sin el acceso comprensivo a los servicios de salud, así como a la 
información y educación respectiva, para que de esta manera puedan 
tomar decisiones libres, informadas y responsables con respecto a la 
reproducción, incluyendo la planificación familiar(Centro de Derechos 
Reproductivos, 2015). Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, Informe No 21/07, Petición 161/02, Solución amistosa, 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto (Méx.) (9 mar. 2007). 

21 MESECVI, Declaración sobre la Violencia, supra nota 9.

22 MESECVI, Declaración sobre la Violencia, supra nota 9.

23 CDPD, Preámbulo, inciso c).

24 CDPD, artículo 23, inciso 1.b).

25 “Los Estados partes adoptarán todas las medidas adecuadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos 
relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en 
particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres: … e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente 
el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener 
acceso a la información, la educación y los medios que les permitan 
ejercer estos derechos.” CEDAW, artículo 16, inciso e.

26Artículo 23, inciso 1.c).

27 También cabe mencionar el Programa Nacional de Educación Sexual 
Integral. A partir de la sanción de la Ley 26.150 del año 2006, que 
crea este Programa Nacional, y de la aprobación de los Lineamientos 
Curriculares de Educación Sexual Integral (ESI) los y las docentes 
de nuestro país tienen la responsabilidad y a la vez, la oportunidad, 
de enseñar educación sexual a nuestros niños, niñas y jóvenes. 
Disponible en: http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html Asimismo, 
puede destacarse que Protocolo para la atención integral de las 
personas con derecho a la interrupción legal del embarazo (Disponible 
en: http://www.msal.gob.ar/images/stories/bes/graficos/0000000875cnt-

protocolo_ile_octubre%202016.pdf), que entre sus objetivos determina 
1) la necesidad de promover en todo el país el derecho que tienen 
mujeres, niñas y adolescentes y toda persona con capacidad de llevar 
adelante una gestación, de acceder a la interrupción legal del embarazo 
(ILE) cuando este se encuadre en las causales previstas por el sistema 
normativo del país. 2) Determina que se debe dar cumplimiento 
a la Ley 2.673 de creación del Programa Nacional de Salud Sexual 
y Procreación Responsable (PNSSyPR). 3) También establece que 
todo el personal efector de salud (incluyendo el administrativo y de 
seguridad) es responsable de garantizar y no obstruir el derecho a 
interrumpir un embarazo cuando a) este ponga en riesgo la vida o 
b) la salud de la persona o c) cuando sea producto de una violación 
o d) cuando sea producto de una violación sobre una mujer con 
discapacidad intelectual o mental. 4) Dictamina que se debe garantizar 
el derecho a la salud sin incurrir en discriminación alguna, sin ninguna 
distinción relativa a su identidad de género ni a las prácticas sexuales 
que pudiera llevar a cabo. Finalmente, reconoce el derecho a que 
las personas con discapacidad que no han recibido una sentencia de 
restricción a la capacidad específicamente relacionada con la toma de 
decisiones en materia de salud, deben ser tenidas como capaces en el 
sistema de salud. De esta forma podrán consentir de forma autónoma 
utilizando o no un sistema de apoyo voluntario y de confianza en los 
términos que lo deseen (CCyC – Título I Capítulo 2, Sección 3ra: 
principalmente artículos 31 y 32). Disponible en: http://servicios.infoleg.

gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm

http://www.me.gov.ar/me_prog/esi.html
http://www.msal.gob.ar/images/stories/bes/graficos/0000000875cnt-protocolo_ile_octubre%202016.pdf
http://www.msal.gob.ar/images/stories/bes/graficos/0000000875cnt-protocolo_ile_octubre%202016.pdf
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm

